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Resumen 
Durante 2016 se llevó a cabo en Uruguay un proceso de discusión sobre el 
primer Plan Nacional de Aguas (PNA). Su versión preliminar se sometió a 
revisión y discusión en los ámbitos formales de gobernanza del agua, así 
como a través de un mecanismo deliberativo para público general 
(adaptación de las conferencias de consenso) llamado Deliberación 
Ciudadana sobre el Agua (Deci Agua), organizado por un equipo de la 
Universidad de la República, en coordinación con la Dirección Nacional de 
Aguas. En este artículo se describe y analiza el proceso de Deci Agua, 
incluyendo sus aportes al PNA (aprobado por decreto en 2017) y se discuten 
los avances en la implementación del PNA entre 2017 y 2020, así como sus 
principales desafíos. A partir del Informe del Panel ciudadano de Deci Agua 
el PNA incorporó la perspectiva ética en la gestión del agua. La 
implementación del PNA puede verse dificultada por la escasa coordinación 
entre instituciones gubernamentales (ambientales y agropecuarias), por 
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cambios estructurales originados con el nuevo gobierno, y por su limitada 
aceptación desde sectores de la sociedad civil. 

 

Palabras clave: agua; conferencia de consenso; deliberación; participación; 
planificación. 

Abstract 
During 2016, a discussion process took part on the first National Water Plan 
(PNA, by its initials in Spanish) carried out in Uruguay. It derived on a 
preliminary version for review and discussion in the formal spaces of water 
governance, as well as through a deliberative mechanism for the general 
public (adaptation of the consensus conferences) called Citizen Deliberation 
on Water or Deci Agua, organized by a team from the Universidad de la 
República, in coordination with the Dirección Nacional de Aguas. We 
describe and analyze the Deci Agua process, including its contributions to 
the PNA (approved by decree in 2017). Also, we discuss the progress in the 
implementation of the PNA between 2017 and 2020 and its main challenges. 
From the citizen panel's report of Deci Agua, the PNA incorporated the 
ethical perspective in water management. The implementation of the PNA 
may be hampered by poor coordination between government institutions 
(environmental and agricultural), by structural changes originated with the 
new government, and by its limited acceptance from sectors of civil society. 

 

Keywords: consensus conference; deliberation; participation; planning; 
water. 

Introducción 
Muchos países, incluyendo Uruguay, han introducido cambios en su 
legislación para adoptar un enfoque más integrado de gestión, tomando a las 
cuencas como unidad de manejo y a la participación de múltiples actores 
implicados como requisito para la misma (Pahl-Wostl et al., 2011; 2012; 
Hordijk et al., 2014; Pahl-Wostl, 2015; Özerol et al., 2018; Trimble et al., 
2021). Sin embargo, la implementación de esta gestión integrada de recursos 
hídricos (GIRH, o IWRM en inglés) ha sido lenta y aún no ha logrado cambios 
profundos (Rockström et al., 2014; Pahl-Wostl, 2015), aunque se han notado 
avances en algunos países (Sousa Júnior et al., 2016). Los espacios de 
participación (que suelen llevar el nombre de comités de cuenca o “river basin 
organizations”) involucran actores implicados (stakeholders) con el uso y 
gestión del agua, como por ejemplo instituciones no gubernamentales, 
organizaciones sociales y sector productivo, entre otros. 
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Los procesos participativos en estos ámbitos multiactorales 
necesariamente implican diálogo, negociación, y en el mejor de los casos, 
deliberación. El concepto de participación deliberativa se relaciona con el de 
democracia deliberativa y describe un amplio movimiento teórico y práctico 
cuyas metas son fomentar el compromiso ciudadano, la resolución 
colaborativa de problemas y el involucramiento directo de público diverso en 
la toma de decisiones. Sus proponentes parten de un enfoque democrático 
centrado en el diálogo y el intercambio de razones (Chambers, 2003) y se 
diferencia de los procesos meramente informativos o agregativos. 

Los límites de la implicación con respecto a la toma de decisiones 
vinculadas con el ambiente no son precisos, por lo que podría justificarse el 
involucramiento de cualquier ciudadano (“público general”) en el proceso de 
discusión y toma de decisiones. En las últimas décadas se han diseñado y 
desarrollado pequeños foros deliberativos (miniforos o minipúblicos) que 
permiten y potencian la deliberación sobre temas complejos entre el público 
general. Para propiciar un ámbito de deliberación genuina, estos espacios 
suelen involucrar un número limitado de ciudadanos. Estos “paneles 
ciudadanos” trabajan juntos por un periodo de tiempo delimitado para 
deliberar sobre un tema particular y proponer ciertas recomendaciones luego 
de tomar contacto con diferentes voces (de expertos e implicados) y 
argumentos (Fung, 2003; Goodin y Dryzek, 2009; Warren, 2009; Lázaro et 
al., 2013; Grönlund et al., 2014). A diferencia de los procesos “participativos” 
que giran en torno a proporcionar información y recoger preguntas, los 
minipúblicos permiten analizar todas las dimensiones de la temática en 
cuestión y brindar una opinión informada y reflexiva, a priori no afectada 
por visiones partidarias o sesgadas, o por perspectivas previamente 
arraigadas o intereses materiales particulares, contemplando las 
preocupaciones de la ciudadanía (Dryzek y Tucker, 2008). 

Uno de los formatos de minipúblicos que se viene implementando desde 
hace más de dos décadas, son las conferencias de consenso. Desarrolladas 
por el Comité danés de tecnología, se originaron en ese país en 1987 como un 
mecanismo de evaluación participativa de tecnologías que involucra un panel 
de ciudadanos no implicados (Joss, 1998). Los objetivos centrales de las 
conferencias de consenso son, por un lado, darles a los ciudadanos la 
oportunidad de influir en decisiones importantes que afectan sus vidas, tanto 
a través de la conferencia en sí misma como a través del impacto del proceso 
en el debate público y, por otro lado, superar las limitaciones del 
conocimiento experto, nutriéndose del conocimiento local y de las 
responsabilidades cívicas de los ciudadanos (Kluver, 1995; Andersen y 
Jaeger, 1999). 

La mayoría de las conferencias de consenso realizadas siguiendo este 
“modelo danés” comparten una serie de características: un panel ciudadano 
de 12-15 personas (no implicadas directamente con la temática a tratar) que 
atraviesa un proceso de aprendizaje en el cual se informan sobre el tema en 
cuestión e interactúan de forma más o menos directa con científicos y actores 
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implicados. El proceso generalmente involucra el estudio de documentos 
diversos sobre las principales dimensiones y controversias del asunto, así 
como un tiempo de deliberación entre los ciudadanos, y en ocasiones entre 
ellos y actores implicados (Zurita, 2006; Lázaro et al., 2013). 

Con toda esta información y conocimiento, el panel ciudadano prepara 
una serie de preguntas que considera deberían ser atendidas y selecciona un 
panel de expertos (y en ocasiones también con implicados) para responderlas 
en una conferencia pública. Por último, los integrantes del panel ciudadano 
deliberan entre sí y presentan sus conclusiones en un documento final, el 
cual es presentado públicamente en una conferencia de prensa. Las 
conferencias de consenso se han desarrollado en varios países, generalmente 
con adaptaciones (Joss y Durant, 1995; Einsiedel et al., 2001; Dryzek y 
Tucker, 2008; Fang, 2015; Ureta, 2016; Lázaro et al., 2021). El nombre del 
mecanismo en ocasiones ha sido cambiado, por ejemplo, “foro ciudadano” en 
Alemania, “public forum” en Suiza, “conferencia ciudadana” en Francia 
(Porsborg et al., 2007) o “juicio ciudadano” en Uruguay (Lázaro et al., 2013). 

Tal como lo establece la Política Nacional de Aguas de Uruguay, la 
Dirección Nacional de Aguas (DINAGUA) del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) elaboró (con 
aportes de otras instituciones de gobierno) un borrador o propuesta de Plan 
Nacional de Aguas (PNA), un documento técnico-político compuesto por 
programas y proyectos para la planificación y gestión de las aguas en el país. 
DINAGUA presentó este documento públicamente en julio de 2016, abriendo 
un proceso en el que se recabarían comentarios y aportes de diversos 
públicos, hasta diciembre de ese año. En ese momento, autoridades de 
DINAGUA consultaron a la Universidad de la República (Udelar) sobre la 
posibilidad de organizar una consulta pública para recabar aportes del 
público en general al PNA. 

Dada la oportunidad para una colaboración entre la Udelar y el Estado 
enfocada en participación pública, se adaptó un proyecto que recién estaba 
comenzando (con fondos de la Comisión Sectorial de Investigación Científica, 
CSIC-Udelar) para generar el proceso de Deliberación Ciudadana sobre el 
Agua (Deci Agua). Se contó con fondos de DINAGUA además de los que ya 
brindaba la Udelar. Deci Agua (que tuvo lugar en el segundo semestre de 
2016) implicó el diseño, adaptación y desarrollo de una conferencia de 
consenso para aportar la mirada de ciudadanos comunes sobre la propuesta 
de PNA. 

Los objetivos de este artículo son, por un lado, describir y analizar el 
proceso de Deliberación Ciudadana sobre el Agua en Uruguay, incluyendo 
sus aportes al Plan Nacional de Aguas (aprobado por decreto en julio de 
2017); por el otro, discutir los avances en la implementación del Plan entre 
2017 y 2020, y sus desafíos asociados. El artículo comienza con la descripción 
del contexto de la gestión del agua en Uruguay para luego presentar el caso 
de estudio y su abordaje metodológico. A continuación, se desarrollan las 
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etapas del proceso de Deci Agua así como sus resultados y su impacto en el 
PNA. Posteriormente se analiza la implementación del PNA y sus desafíos 
en el periodo 2017-2020. Para finalizar se discuten estos elementos a la luz 
de los aportes que un minipúblico puede aportar a los procesos deliberativos 
y su legitimidad. 

Gestión del agua en Uruguay y la elaboración del primer 
Plan Nacional de Aguas  
La gestión y la gobernanza4 del agua en Uruguay han transitado 
importantes cambios en los últimos 15 años. Dos hitos en dicho periodo han 
sido la reforma constitucional en 2004 y la Política Nacional de Aguas en 
2009. En 2004, la sociedad aprobó en un plebiscito (con el 64.7 % de los votos) 
una reforma del artículo 47 de la Constitución de la República para 
determinar: la prestación del servicio público de saneamiento y de 
abastecimiento de agua para el consumo humano exclusiva y directamente 
por personas jurídicas estatales; la participación de usuarios y sociedad civil 
en todas las instancias de planificación, gestión y control de recursos 
hídricos, estableciéndose las cuencas hidrográficas como unidades básicas; el 
acceso al agua potable y saneamiento como derechos humanos 
fundamentales; el establecimiento de prioridades para el uso del agua, 
siendo la primera prioridad el abastecimiento de agua potable a poblaciones, 
entre otros. Este plebiscito había sido promovido por la Comisión Nacional 
en Defensa del Agua y la Vida (CNDAV), una organización no 
gubernamental conformada en 2002 en respuesta a iniciativas estatales para 
privatizar el suministro de agua (Deci Agua, 2016b; Trimble et al., 2021). 

En 2009 se aprobó la Política Nacional de Aguas (Ley núm. 18610), 
institucionalizando la gestión “sustentable, integrada y participativa” de 
recursos hídricos en el país. La participación de los usuarios y la sociedad 
civil es uno de los principios de esta política, entendiendo como participación 
“el proceso democrático mediante el cual los usuarios y la sociedad civil 
devienen en actores fundamentales en cuanto a la planificación, gestión y 
control de los recursos hídricos, ambiente y territorio” (art. 18, Ley 18610). 
Esta ley determina la creación de ámbitos multiactorales en tres niveles, 
integrados por representantes de gobierno, usuarios y sociedad civil: 1) un 
Consejo Nacional de Agua, Ambiente y Territorio,5 2) Consejos Regionales de 
Recursos Hídricos (existen tres y cubren la totalidad del territorio: Río 
Uruguay, Laguna Merín y Río de la Plata y su frente marítimo), y 3) 

 
4 Término que, aunque ambiguo y utilizado con diferentes acepciones desde diversas corrientes teóricas 
(Jessop, 2002), es ampliamente utilizado. En este artículo se usa para referir a las funciones que 
desempeñan el conjunto de instituciones y actores políticos, sociales, económicos y administrativos sobre 
el uso de los recursos hídricos y la provisión de servicios de agua (Pahl-Wostl, 2015). 
5 A nivel nacional existe la Comisión Asesora de Agua y Saneamiento (COASAS), que es un ámbito 
tripartito, integrado por el Estado, los usuarios del agua y la sociedad civil, que tiene como cometido 
asesorar al Poder Ejecutivo en materia de agua y saneamiento (derogado por ley en 2021). 
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Comisiones de Cuencas y Acuíferos (existen 13 al momento de escribir este 
artículo), “que permitan dar sustentabilidad a la gestión local de los recursos 
naturales y administrar los potenciales conflictos por su uso” (art. 29). 

Los Consejos Regionales de Recursos Hídricos empezaron a funcionar en 
2012 y tienen el cometido de asesorar y apoyar en la gestión, y de “planificar 
y deliberar sobre todos los temas relativos al agua en la región”. Las 
Comisiones de Cuencas y Acuíferos tienen como competencias: colaborar 
activamente en la formulación y ejecución de los planes locales, articular 
actores, y apoyar en la gestión de los recursos hídricos en la cuenca (Decreto 
258 de 2013). Los Consejos Regionales y las Comisiones de Cuencas están 
presididos por DINAGUA, tienen carácter asesor y no son ámbitos 
vinculantes, es decir que no obligan a que el Poder Ejecutivo actúe siguiendo 
las propuestas que surgen en estos espacios. 

Entre los instrumentos de la Política Nacional de Aguas se destaca la 
“planificación a nivel nacional, regional y local ejercida mediante planes que 
contengan los lineamientos generales de la actuación pública y privada en 
materia de aguas” (art. 9). La ley determina que será el Consejo Nacional de 
Agua, Ambiente y Territorio el que “formulará un plan nacional de gestión 
de recursos hídricos en consonancia con las demás políticas nacionales y 
sectoriales vinculadas” (art. 13). Asimismo, la ley determina que los planes 
deben ser elaborados, implementados y evaluados de forma participativa 
(“Los usuarios y la sociedad civil tienen derecho a participar de manera 
efectiva y real en la formulación, implementación y evaluación de los planes 
y de las políticas que se establezcan”, art. 19). 

La construcción del Plan Nacional de Aguas comenzó en el año 2010 y 
estuvo a cargo de la DINAGUA, la cual, con la colaboración de diversas 
instituciones y consultorías específicas, desarrolló un proceso de 
recopilación, análisis y generación de información. El PNA incluye un 
diagnóstico del estado de los recursos hídricos en Uruguay (reuniendo 
información que antes se encontraba dispersa); análisis de posibles 
escenarios futuros; identificación de los aspectos críticos, y líneas de acción 
contenidas en 10 programas y 30 proyectos. El PNA fue elaborado con miras 
a avanzar en la gestión integrada de las aguas, buscando superar la gestión 
sectorial. Tiene un horizonte temporal situado en el año 2030, y sienta las 
bases para la formulación de los planes regionales y locales (a escala de 
cuencas hidrográficas y acuíferos). 

El PNA cuenta con tres grandes objetivos: 1) el agua para el uso humano 
(enfocado en garantizar el acceso al agua potable y al saneamiento), 2) agua 
para el desarrollo sustentable (enfocado en el desarrollo social y económico, 
así como en la conservación de la biodiversidad y funcionamiento de los 
ecosistemas), y 3) agua y sus riesgos asociados (enfocado en la gestión de 
riesgos, para prevenir, mitigar y adaptarse a los efectos de eventos extremos 
y al cambio climático). 
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En julio de 2016 la DINAGUA presentó en una instancia pública un 
documento de trabajo denominado “PLAN NACIONAL DE AGUAS. 
Propuesta”. A partir de allí se inició un proceso de divulgación, debate y 
consulta denominado “Diálogos para el Plan Nacional de Aguas”, que duró 
hasta diciembre de ese año. Estos “Diálogos” involucraron diversas 
actividades: 12 reuniones de los ámbitos formales de participación (Consejos 
Regionales, Comisiones de Cuenca, COASAS); ocho jornadas abiertas a la 
ciudadanía en distintas localidades del país; actividades y congresos 
organizados por distintas instituciones; relevamiento de comentarios y 
aportes de organismos del Estado; y recepción de aportes a través de correo 
electrónico abierto a toda la ciudadanía (DINAGUA-MVOTMA, 2020). 
Durante ese periodo se desarrolló, a través de un convenio entre DINAGUA 
y la Udelar, el mecanismo de deliberación ciudadana Deci Agua, “que 
permitió integrar e incorporar la perspectiva de personas no relacionadas 
específicamente con la temática del agua” (DINAGUA-MVOTMA, 2020: 10). 

Caso de estudio y abordaje metodológico 
Previo a Deci Agua se desarrollaron en Uruguay dos adaptaciones de 
conferencias de consenso conocidos como Juicios Ciudadanos. Fueron 
organizados por un equipo de la Udelar con el apoyo del Fondo Universitario 
para contribuir a la Comprensión Pública de Temas de Interés General de la 
CSIC-Udelar. El primero versó sobre el uso de la energía nucleoeléctrica y el 
segundo sobre la minería de gran porte (Lázaro et al., 2013). Deci Agua fue 
el primer minipúblico del estilo de las conferencias de consenso con una 
relación explícita con la toma de decisiones (desarrollado a partir de una 
solicitud de colaboración realizada desde el Estado a la Universidad). Su 
objetivo fue generar un proceso de deliberación ciudadana sobre el borrador 
de PNA como aporte e insumo para la conformación definitiva del Plan. 

Dado el escaso plazo de cinco meses planteado para el proceso de 
deliberación del PNA, el modelo de conferencias de consenso se adaptó para 
priorizar el intercambio con el Panel ciudadano. Para ello se suprimió la 
instancia pública de las conferencias de consenso y se extendió a tres fines 
de semana completos el trabajo de y con los ciudadanos participantes (Lázaro 
et al., 2021). 

El aporte del trabajo del equipo organizador se basó especialmente en el 
desarrollo de este minipúblico y de una estrategia de comunicación basada 
en el seguimiento del proceso y la recepción de iniciativas, opiniones y 
preguntas, tanto sobre el proceso de deliberación como sobre el PNA. 
También incluyó la elaboración de relatorías sobre las discusiones que se 
registraban en el seno de las Comisiones de Cuenca, Consejos Regionales de 
Recursos Hídricos y Jornadas abiertas de presentación del PNA organizadas 
por DINAGUA. Y, finalmente, con todos estos insumos, se elaboró una 
síntesis de todos los aportes al PNA para entregar a DINAGUA. Se buscó 
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que las discusiones generales sobre el PNA mantenidas en los diferentes 
ámbitos fueran una fuente de información también para el Panel ciudadano, 
tratando de vincular todos los componentes y espacios de deliberación. 

La estrategia de comunicación diseñada apuntó a: a) la comunicación 
sobre el proceso deliberativo del Panel ciudadano; b) la comunicación y 
difusión sobre el propio borrador de PNA, y c) promover y multiplicar la 
reflexión sobre el tema de la gestión y uso del agua y sobre el PNA (se trabajó 
específicamente con instituciones de enseñanza). Se intentó así que el 
proceso no solamente fuera visible, sino también que pudiera enriquecer la 
discusión pública general, aportando al componente más sistémico de la 
deliberación (Dryzek y Tucker, 2008). La estrategia se basó en el diseño y 
mantenimiento diario de una plataforma web (www.deciagua.uy) con toda la 
información generada por el proceso, el uso de redes sociales y la realización 
de comunicados de prensa semanales. En la Figura 1 se esquematiza el 
proceso de Deci Agua, y la información proveniente de los debates en los 
ámbitos formales de gobernanza (Comisiones de cuencas y Consejos 
regionales) se incorporó a la información y argumentos que manejó el Panel 
ciudadano. La Figura 1 representa la centralidad del proceso de deliberación 
ciudadana y el ingreso a la deliberación de insumos provenientes de las 
discusiones que se procesaban en otros ámbitos, así como también aportes de 
otros ciudadanos a través de la plataforma web (como, por ejemplo, el trabajo 
de instituciones educativas que se sumaron a la propuesta). 

Figura 1 - Esquema del desarrollo de Deci Agua 

 
Fuente: elaboración propia. 
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Para cumplir con los objetivos de este artículo se utilizaron como insumos, 
por un lado, el PNA, informes institucionales sobre los avances en su 
implementación entre 2017 y 2019, y materiales publicados y no publicados 
referidos a la discusión del PNA. Por otro lado, se utilizaron como insumos 
las observaciones y registros del equipo organizador en el diseño y desarrollo 
de Deci Agua, así como los comentarios de diversos actores que participaron 
en el proceso (DINAGUA, Panel ciudadano, Grupo asesor), registrados en 
entrevistas, encuestas (en 2018) o en las propias sesiones de trabajo (en 
2016). Estas entrevistas y encuestas son usadas a modo ilustrativo para 
complementar otras fuentes de información. 

Desarrollo de Deci Agua 
En una primera etapa se procedió al reclutamiento de los participantes, la 
conformación del Grupo asesor y la elaboración de un Documento de trabajo 
que sirviera de punto de partida para la deliberación ciudadana. El 
mecanismo de reclutamiento de participantes se basó en la difusión de una 
convocatoria pública.6 Durante tres semanas, en septiembre de 2016, estuvo 
abierta una convocatoria masiva en radio, televisión, y a través de la web a 
ciudadanos interesados en conformar el Panel ciudadano. Los criterios de 
elegibilidad fueron los siguientes: 1) ser mayor de 18 años, 2) no ser un 
experto o estar involucrado en la temática (había otros canales de 
participación y contribución al PNA para este grupo), y 3) tener 
disponibilidad para participar en reuniones de trabajo durante tres fines de 
semana completos entre octubre y noviembre. 

Se registraron 185 personas de 18 de los 19 departamentos (unidades 
administrativas) de Uruguay. Se realizaron 52 entrevistas telefónicas al 
subgrupo de ciudadanos preseleccionados, para confirmar que no estuvieran 
involucrados con la temática ni con el equipo organizador del proyecto, y que 
podrían comprometerse durante tres fines de semana de trabajo intenso, en 
Montevideo (los costos de traslado, hospedaje y alimentación serían cubiertos 
para quienes procedían de otras localidades). Además, las entrevistas 
permitieron conocer mejor sus intereses e inclinaciones para considerar estos 
aspectos en la búsqueda de diversidad. Se seleccionó un grupo de 15 
ciudadanos para conformar el Panel, buscando un balance a nivel de género 
(ocho hombres, siete mujeres) y edad (26-73 años), lugares de residencia 
(diferentes regiones del país, incluyendo zonas rurales y urbanas), 
ocupaciones (docentes, trabajadores del sector privado y público, estudiantes 
terciarios, jubilados), y motivaciones para participar. 

Por otra parte, se conformó un grupo de asesores integrado por 24 
expertos de distintas disciplinas y actores involucrados del gobierno, así 

 
6 La discusión sobre las formas de reclutamiento es vasta y forma parte de la literatura de los criterios o 
marcadores de calidad de los procesos deliberativos. Para más detalles al respecto, incluyendo la 
evaluación del caso de Deci Agua, ver Lázaro et al. (2021). 
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como del sector no-gubernamental y privado, periodistas, representantes del 
sector académico (en las áreas de ingeniería, derecho, ciencias ambientales, 
antropología, química), grupos organizados de la sociedad civil, como por 
ejemplo la CNDAV, figuras vinculadas a los procesos técnico-políticos de 
toma de decisión, sector sindical, representantes del sector agropecuario y de 
la cámara de industrias. 

El grupo asesor de las conferencias de consenso es, en general, un grupo 
de especialistas reconocidos y personas vinculadas con la temática a tratar, 
pero independientes de la organización, que vela por el proceso de 
información que nutrirá la deliberación del Panel ciudadano. Se busca 
constituir un grupo que refleje la complejidad, diversidad de perspectivas y 
discrepancias en torno a los temas y que asegure, por ello mismo, el balance 
de la información a proporcionar al Panel ciudadano. En el grupo asesor 
deben estar igualmente representadas las visiones favorables o críticas en 
relación con las principales controversias o desafíos de la temática en sí 
(Zurita, 2006). En el caso de Deci Agua, los asesores fueron convocados para 
cumplir ese papel y específicamente para asesorar (de forma honoraria) al 
equipo organizador sobre el tema, avalar y colaborar en el proceso de 
elaboración de los documentos informativos iniciales para el Panel 
ciudadano, y para detectar y contactar a las distintas figuras y actores 
relevantes que podrían ser convocados para responder dudas del Panel. 

El Documento de trabajo fue preparado por el equipo organizador y 
revisado por el Grupo asesor. Esta modalidad de trabajo fue implementada 
en todas las conferencias de consenso desarrolladas por el equipo en Uruguay 
y representa un esfuerzo de contextualización de la temática. Se trata de un 
documento en el que se sitúa el tema a tratar, sus dimensiones (ambiental, 
sociocultural, económica, política y ética), el estado del arte en el país, las 
principales controversias y desafíos al respecto, y los rumbos técnico-políticos 
en discusión.7  

Este documento de trabajo atravesó una serie de instancias de revisión. 
Primero, su versión preliminar, generada por el equipo organizador, fue 
enviada a cada integrante del Grupo asesor. El resultado fue editado, 
identificando los aportes, sugerencias y objeciones de cada asesor y enviado 
nuevamente para su consideración, no sólo con la consulta respecto a la 
propuesta de edición, sino también con relación a las desavenencias 
presentes y los aspectos controversiales que se dieron en el proceso. Se buscó 
explicitar y explicar las controversias entre los asesores en el propio 
documento que leería el Panel ciudadano (y el público general). Una vez que 
el equipo organizador incorporó las dos rondas de revisiones del Grupo 
asesor, se envió el Documento de trabajo a los ciudadanos para su lectura y 
análisis, previo al primer encuentro de trabajo del Panel. Además de la 
revisión del documento, los asesores estuvieron a cargo de responder las 

 
7 Disponible en http://www.deciagua.uy/wp-content/uploads/2016/10/Deci-Agua_Documento-de-Trabajo-
VF-261016.pdf  
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consultas de los ciudadanos integrantes del Panel, y de comentar el PNA, lo 
cual sería compartido con DINAGUA y los ciudadanos. 

El proceso deliberativo del Panel ciudadano transcurrió en tres fines de 
semana, entre octubre y noviembre de 2016. Los participantes analizaron 
documentos (documentos de trabajo de Deci Agua, el PNA, leyes y 
regulaciones, entre otros) e iniciaron un proceso de consulta, análisis, e 
identificación de las cuestiones que requerían mayor profundización y 
respuestas. En el segundo fin de semana, se organizaron dos minicoloquios 
en torno a dos temas de particular interés para el Panel: las Comisiones de 
Cuenca8 para una gestión participativa del agua, y las controversias sobre el 
uso de agroquímicos.9 Durante el tercer y último fin de semana, el Panel 
ciudadano se enfocó en la escritura del Informe final, en forma colectiva y en 
subgrupos, incluyendo sus comentarios, consideraciones y recomendaciones 
para el PNA y la gestión del agua. 

El Panel ciudadano tituló su Informe “Ciudadanos del agua: una mirada 
ética y social al Plan Nacional de Aguas”.10 Es un documento de 14 páginas 
que comienza con una declaración sobre el por qué se consideran “ciudadanos 
del agua”, concluyendo que “Llegamos al Panel como ciudadanos, devenimos 
en él como Ciudadanos del Agua”. Luego introducen el tema describiendo el 
trayecto recorrido y lo que consideran es su aporte específico al PNA: la 
mirada social y ética. El informe continúa en cinco secciones o ejes: 

 

1. Participación e involucramiento ciudadano 
El Panel ciudadano partió del diagnóstico de algunas 
problemáticas de las Comisiones de Cuenca, como la falta de 
seguimiento en la gestión de las comisiones, la falta de estabilidad 
en la participación de los grupos y la baja frecuencia de sus 
reuniones. Y a partir del diagnóstico realizan varias propuestas 
para “apuntalar y fortalecer el funcionamiento de las Comisiones 
de Cuencas y, por otro, promover el involucramiento ciudadano 
facilitando su compromiso a través de la generación de 
mecanismos y canales que le aproximen a los ámbitos de toma de 
decisiones”. 

2. Educación y cultura: educando para una cultura del agua 
Al respecto proponen varias medidas vinculadas con la 
incorporación de aspectos culturales en la gestión del agua, como 
potenciar el trabajo con las instituciones educativas desde un 

 
8 Disponible en texto y audio en http://www.deciagua.uy/coloquio-sobre-el-funcionamiento-de-las-
comisiones-de-cuencas/  
9 Disponible en http://www.deciagua.uy/coloquio-sobre-agroquimicos/  
10 Disponible en http://www.deciagua.uy/wp-content/uploads/2016/12/Informe-Panel-Ciudadano-de-Deci-
Agua.pdf  
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enfoque ciudadano y generar debates públicos sobre temas 
específicos que contribuyan a la “construcción de una ciudadanía 
del agua”. 

3. Calidad del agua 
El Panel propone, entre otras medidas, monitoreos de calidad más 
frecuentes y con participación de la ciudadanía, específicamente 
en relación con el nivel de agroquímicos. Señalan la ausencia de 
la dimensión salud en el PNA y proponen su incorporación a 
partir, entre otras cosas, de investigación al respecto. 

4. Pago por uso del agua 
A partir del análisis del concepto e implicancias del pago por uso, 
el Panel propone seguir una Guía ética al respecto (basados en 
algunos documentos y criterios discutidos en el proceso de 
deliberación y tras la idea de “trascender lo económico a fin de 
introducir la mirada ética en la gestión del agua”). Siguiendo los 
criterios de la Fundación Nueva Cultura del Agua11 proponen 
incluir las dimensiones de: Agua para la Vida (cuotas básicas 
garantizadas para la supervivencia de la humanidad y los seres 
vivos en general); Agua Ciudadanía (segundo nivel de prioridad 
vinculado a los servicios domiciliarios de agua y saneamiento y 
considerando niveles de uso); Agua Economía (agua para las 
actividades económicas) y Agua Delito (usos del agua que pueden 
considerarse no legítimos por sus impactos, como el fracking).  

5. Aspectos controversiales 
En esta sección incorporan algunos temas que no estaban 
contemplados en el PNA pero que surgieron como reclamo desde 
varios actores (académicos y sociales, fundamentalmente), como 
las modificaciones de la Ley de Riego y la discusión sobre los 
diferentes modelos de desarrollo subyacentes. Al respecto 
proponen, entre otras, el apego al principio de precaución 
(O'Riordan y Jordan, 1995) y el desarrollo de procesos de discusión 
y deliberación sobre estos temas, y que sean lo más amplios y 
diversos posibles (que no queden en ámbitos gubernamentales 
exclusivamente). 

 

El Panel ciudadano presentó su Informe en un evento público en una sala de 
la Facultad de Ciencias Sociales de la Udelar, el 1 de diciembre de 2016. El 
entonces director de DINAGUA y la Prorrectora de Investigación de la 

 
11 La Fundación está conformada por investigadores de España y Portugal que desde el año 2006 han 
conformado un grupo para dar seguimiento al proceso de aplicación de la Directiva Marco del Agua 
Europea a través de un Observatorio de Políticas de Agua (OPPA). Disponible en http://www.fnca.eu/guia-
nuevacultura-del-agua/). En el Documento de Trabajo se planteó la dimensión ética del agua planteando 
algunas de las propuestas que se manejan como guía. 
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Universidad realizaron comentarios sobre el trabajo y las contribuciones del 
Panel. Hicieron énfasis en la calidad del trabajo y en la relevancia del proceso 
para el PNA, y destacaron que no había en el país antecedentes de un Plan 
Nacional nutrido por un proceso deliberativo entre ciudadanos. Los 
ciudadanos también recibieron preguntas del público asistente. 

Principales contribuciones de Deci Agua al Plan 
Nacional de Aguas 
Entre diciembre de 2016 y marzo de 2017 DINAGUA procesó las 
contribuciones al PNA recibidas desde diferentes ámbitos y a través de 
distintos mecanismos. Una vez sistematizados e integrados los aportes, en 
marzo de 2017 se presentó la versión definitiva del documento a la Comisión 
Asesora de Agua y Saneamiento (COASAS) y fue elevada al Gabinete 
Ambiental para la consideración y aprobación por parte del Poder Ejecutivo 
(DINAGUA-MVOTMA, 2020). La versión final del Plan se presentó 
públicamente el 22 de marzo, el Día mundial del agua, y el 31 de julio de ese 
año fue aprobado por decreto del Poder Ejecutivo (Decreto 205/017).12 El 
modo en que se estableció el proceso de Deci Agua, demandado por la entidad 
reguladora del agua, hacía más promisoria la incorporación de sus resultados 
y recomendaciones del Panel ciudadano en el PNA (al menos la rendición de 
cuentas al respecto). Al ser el producto final un Plan Nacional también fue 
factible el seguimiento de los aportes. 

La dimensión ética como uno de los pilares fundamentales del uso del 
agua es una de las principales contribuciones del proceso de Deci Agua al 
PNA. El Panel ciudadano centró su aporte en las dimensiones ética y social, 
en relación con los derechos, deberes y responsabilidades de los ciudadanos 
(Deci Agua, 2016a). En su versión inicial, borrador, el PNA no consideró 
principios éticos en torno al agua, que sí emergieron con mucha fuerza desde 
el principio en Deci Agua, no sólo conceptualmente sino también con base en 
las discusiones y guías internacionales como las propuestas por UNESCO, o 
la Red ética de agua13 (Deci Agua, 2016a). 

En el capítulo seis del PNA sobre Usos del agua y sus impactos, se señala 
“en este sentido se requiere analizar el tema del agua en sus dimensiones 
sociocultural, ambiental y económica a las que se agrega la dimensión ética, 
incorporada en las discusiones del Panel ciudadano como un enfoque 
complementario y transversal que aporta conceptos relevantes para la 
utilización de las aguas” (MVOTMA, 2017: 110). En forma complementaria, 
se refiere al papel de la ética en la provisión operativa y conceptual de las 

 
12 Disponible en https://www.gub.uy/ministerio-ambiente/politicas-y-gestion/planes/plan-nacional-aguas  
13 Por más información ver http://waterethics.org/the-water-ethics-charter/, consultada el 20 de abril de 
2020.  
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distintas perspectivas para examinar conceptos, derechos, deberes, 
consecuencias o resultados (Deci Agua, 2016b). 

Con base en el proceso de Deci Agua (incluyendo el propio Documento de 
trabajo) y otros aportes, en ese mismo capítulo del PNA, se incluyen una serie 
de principios como: el principio de dignidad humana y el derecho al agua, el 
agua como un bien compartido, la justicia intergeneracional, la 
transparencia y el acceso universal a la información, la participación y el 
involucramiento ciudadano, el papel de la ética para definir prioridades de 
uso, considerando, por ejemplo, el uso del “agua para la vida”, el uso del “agua 
para la ciudadanía”, el uso del agua “para la economía”, el “uso del agua como 
delito”, pautando para cada categoría diferentes deberes y derechos (y pagos) 
en relación con el uso del agua (MVOTMA, 2017). 

En los proyectos del PNA vinculados al eje Agua para el uso humano se 
incluye, en la versión definitiva, el tema de la salud humana. Esto se tomó 
en cuenta a partir de la preocupación del Panel ciudadano (y de actores 
consultados en las actividades organizadas por DINAGUA) por la ausencia 
de la mirada desde la salud humana y del rol inexistente del Ministerio de 
Salud Pública en la versión borrador del PNA. Dadas estas incorporaciones 
en el PNA se podría decir que el impacto del informe del Panel ciudadano es, 
además de tangible, sustantivo. En palabras del director de DINAGUA, sus 
contribuciones significaron un cambio en la base conceptual que no estaba 
presente en la versión borrador del PNA: 

[Deci Agua] generó una nueva visión del agua, e introdujo una perspectiva 
más compleja sobre el agua: agua como derecho humano, agua como bien 
económico, agua en términos de acceso, el uso/gestión criminal del agua, los 
instrumentos económicos para la gestión del agua a través del canon que no 
es nuevo pero está abordado de manera novedosa.  

Este énfasis en la guía ética para el uso y el pago por el uso del agua fue 
destacado por otros actores vinculados con el proceso de Deci Agua, como 
algunos integrantes del Grupo asesor. Uno de ellos lo destaca como “el 
fundamento del PNA”. Sin embargo, la percepción sobre el impacto del 
informe del Panel ciudadano de asesores y panelistas fue en general pobre. 
Un asesor señaló que “el Plan tomó pocos aportes de los actores en general”; 
otro señaló que “como elemento positivo, se incluyó la necesidad de realizar 
estudios sistemáticos sobre la vinculación de los problemas del agua con la 
salud. El resto son declaraciones de buenas intenciones, tales como 
‘Educación para el agua’ y Comunicación ‘democrática y efectiva’, que no 
modifican en lo sustancial las definiciones del Plan y las políticas en curso”. 
Los integrantes del Panel ciudadano, en general, dudaron o respondieron “no 
saber” sobre la inclusión (o sobre el peso) de sus aportes en el PNA. Una de 
ellas señaló, por ejemplo: “tengo dudas sobre que se tome en cuenta alguno 
de los aportes”. 
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Estos comentarios reflejan los dos niveles posibles de evaluación del 
impacto del proceso en general: el vinculado con cómo el propio PNA tomó en 
cuenta los aportes del Panel (y en general de todo el proceso de deliberación) 
y el vinculado con cómo se operativiza el PNA en el entramado de la política 
nacional (impacto ya no vinculado a Deci Agua) (Lázaro et al., 2021). 

El Plan Nacional de Aguas desde su aprobación en 2017 
Desde su aprobación en 2017 a 2020, el PNA ha incorporado líneas de trabajo 
que están siendo desarrolladas por las diferentes instituciones vinculadas 
con los recursos hídricos, incluyendo gobierno nacional y departamental 
(subnacional), pero también actores no gubernamentales como la 
Universidad de la República. En marzo de 2019 se presentó el primer 
informe anual de seguimiento y en diciembre de ese año se presentó ante la 
COASAS el informe de avance correspondiente al cierre del periodo 
quinquenal (en marzo de 2020 asumieron nuevas autoridades en Uruguay, 
tras un cambio de gobierno y de partido político). El Cuadro 1 muestra 
algunos de los avances realizados en la implementación del PNA en sus 
primeros tres años, según fuentes oficiales. Por ejemplo, el PNA sentó las 
bases para la elaboración de Planes Regionales y Planes de Cuenca (o Planes 
Locales) para la gestión integrada de recursos hídricos, en los cuales se está 
trabajando en diferentes zonas del país con el involucramiento de los 
Consejos Regionales y las Comisiones de Cuenca. 

Cuadro 1. Avances en la implementación de los programas  
del Plan Nacional de Aguas (2017-2020) 

Categoría Programas Ejemplos de avances 

Impactos y 
Resultados 

Programa 1: Agua 
para el desarrollo 
sustentable 

Reglamentación del caudal ambiental para la protección del 
ambiente y los criterios de manejo ambientalmente 
adecuados de las obras hidráulicas (Decreto núm. 368/018). 
Actualización de Planes de Acción para la protección de la 
calidad del agua (p. ej., Cuenca del Río Santa Lucía). 

Programa 2: Agua 
para uso humano  

Plan Nacional de Saneamiento (Decreto núm. 14/020). 
Planes de Seguridad de Agua. 

Programa 3: Gestión 
del riesgo hídrico  

Sistemas de alerta temprana de inundaciones. 
Elaboración de mapas de riesgo de inundaciones para 
diferentes ciudades. 

Productos y 
Procesos 

Programa 4: Diseño y 
gestión de obras 
hidráulicas 

Creación del Comité de Seguridad de Represas (Decreto 
núm. 209/2019). 
Propuesta de modificación del decreto reglamentario del 
art. 152 del Código de Aguas referente a las obras de 
defensa de aguas. 

Programa 5: 
Instrumentos de 
Gestión 

Decretos núm. 366/018 referente al riego con destino 
agrario y regulación del aprovechamiento de las aguas del 
dominio público y núm. 368/018 referente a caudales 
ambientales. 
Estudios realizados para avanzar en la reglamentación del 
cobro de un canon por el uso de las aguas. 
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Programa 6: Planes 
de gestión integrada 
de recursos hídricos  

Plan Regional para la Cuenca de la Laguna Merín. 
Planes Locales de Cuencas. 
Proyectos para la Gestión de Cuencas y Acuíferos 
Transfronterizos. 

Programa 7: Sistemas 
de información y 
modelos 

Sistema de Información Hídrica disponible en la web. 
Modelos de gestión para algunas cuencas. 

Capacidades 

Programa 8: 
Monitoreo de 
cantidad y calidad  

Estaciones hidrométricas con transmisión on line. 
Estrategia para el Sistema Nacional de Monitoreo del Agua 
(elaborado en la Mesa técnica del Agua). 

Programa 9: Fortale-
cimiento y 
coordinación 
institucional  

Creación de nuevas Comisiones de Cuenca (Río Negro, Río 
San Salvador, Río Rosario, Lagunas Salobres de Rocha) 

Programa 10: 
Educación para el 
agua, comunica-ción, 
investigación y 
desarrollo de 
capacidades  

Estrategias de educación y comunicación en construcción. 
Elaboración de Planes de Comunicación en algunas cuencas. 
Conformación de la Mesa Técnica del Agua (con 
participación de actores de la academia y las instituciones de 
gestión).  
Creación del Centro Experimental Regional de Tecnologías 
de Saneamiento (UNESCO) 

Fuente: elaboración propia con base en DINAGUA-MVOTMA (2018, 2020). 

 

El decreto de aprobación del PNA determina que las instituciones que serán 
responsables de su implementación son la Secretaría Nacional de Ambiente, 
Agua y Cambio Climático (SNAACC) y el MVOTMA. En particular, la 
DINAGUA junto con la SNAACC deben darle seguimiento al PNA. Sin 
embargo, con el cambio de gobierno nacional en 2020, la estructura 
organizacional de la gestión del agua en Uruguay se ha visto modificada: la 
SNAACC ha dejado de existir y en julio de 2020 se creó, a partir de una Ley 
de Urgente Consideración, el Ministerio de Ambiente (que tiene a su cargo 
la gestión de los recursos hídricos, entre otros). Estos cambios estructurales 
pueden conllevar algunas dificultades en la implementación del PNA, los 
cuales será oportuno analizar más adelante. 

Otro desafío del PNA refiere a la escasa coordinación que ha existido 
históricamente entre diferentes equipos de trabajo e instituciones en 
diversos niveles y sectores, lo cual es necesario superar para implementar 
un Plan de escala nacional. Asimismo, la disponibilidad de recursos 
financieros y humanos puede dificultar el avance en la implementación del 
PNA; para algunos proyectos se cuenta con financiaciones puntuales, pero 
debería haber continuidad una vez que esos proyectos finalicen (DINAGUA-
MVOTMA, 2018). 

A su vez, dos integrantes de organizaciones sociales y movimientos 
ambientalistas (Uruguay Libre de Megaminería, Movimiento por un 
Uruguay Sustentable, Paysandú Nuestro), solicitaron la anulación del PNA 
por ser ilegal e inconstitucional al haber violado el derecho a la participación, 
entre otros. Los principales argumentos en los que se basa esta solicitud son 
los siguientes: 
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1. el PNA no fue creado por el Consejo Nacional de Agua, Ambiente y 
Territorio como determina la Ley 18610; de hecho, este ámbito, que 
debe ser integrado por el gobierno, usuarios y sociedad civil, no ha 
sido conformado y no hay previsión de hacerlo;  

2. no hubo participación de la sociedad civil y los usuarios “en todas las 
instancias de planificación, gestión y control” como indica la 
Constitución; por ejemplo, la propuesta de PNA presentada en julio 
de 2016 fue elaborada sin participación de usuarios y sociedad civil, 
explican;  

3. la implementación, seguimiento y revisión del PNA son 
responsabilidad del MVOTMA y la SNAACC, sin incluir a usuarios y 
sociedad civil;  

4. la asesoría y consultoría por parte de los Consejos Regionales de 
Recursos Hídricos y de las Comisiones de Cuenca y Acuífero no 
representa una “participación real y efectiva” como establece la Ley 
18610;  

5. el PNA no trata como asunto prioritario el acceso al agua potable por 
parte de la población y manifiesta prioridad en otras actividades, 
como el riego.  

 

Con esta solicitud de acción de nulidad del PNA, estas organizaciones 
solicitan asimismo que se constituya el Consejo Nacional de Agua, Ambiente 
y Territorio, el cual deberá crear un nuevo PNA que cumpla con lo 
mandatado en la Constitución (prioridad al consumo de agua potable y 
participación de usuarios y sociedad civil en todas las instancias de 
planificación, gestión y control). 

Discusión 
Varios estudios han versado sobre cómo los minipúblicos pueden desarrollar 
virtudes cívicas (Grönlund et al., 2010), promover aprendizaje social (Kanra, 
2012), transformar las preferencias de los participantes (Luskin et al., 2002; 
Niemeyer, 2011), y generar resultados epistemológicamente mejores (Secko 
et al., 2009). Aunque el impacto político de un proceso de deliberación 
ciudadana sea bajo (situación ampliamente registrada en la literatura), la 
experiencia internacional muestra un conjunto de impactos indirectos en los 
discursos públicos en general y en los de las elites políticas (Hendriks, 2005). 

A pesar del poco tiempo con que contó el proceso de Deci Agua, el aporte 
del Panel ciudadano fue sustantivo y enriqueció al PNA (más allá del impacto 
político que pueda tener el propio PNA). El PNA incluye varios aspectos del 



 Plan Nacional de Aguas en Uruguay: desafíos de la implementación  
de procesos participativos con actores implicados y público general 

 

18   |   Sociedad y ambiente, 24, 2021, ISSN: 2007-6576, pp. 1-25. doi: 10.31840/sya.vi24.2423  
 

proceso de Deci Agua y particularmente varias propuestas que hiciera el 
Panel ciudadano. Posiblemente lo más notorio sea la inclusión de elementos 
conceptuales como el encuadre ético, no sólo como marco, sino también como 
plataforma de propuestas concretas. Un ejemplo de esto es la guía específica 
para considerar el pago por uso de agua, que incluye la categoría de delito 
para, entre otras actividades, el fracking. Por otra parte, la mayoría de las 
propuestas concretas que apuntaban a la mejora de la calidad de la 
participación pública en la gestión del agua no fueron incorporadas de forma 
explícita. 

Se puede señalar que las recomendaciones del Panel ciudadano 
aportaron una mejora al encuadre y marco teórico conceptual del PNA, 
incorporando la mirada más contextual, social y ética de la gestión del agua 
(Freitelson, 2012; Groenfeldt y Schmidt, 2013). Otros trabajos también han 
destacado, a partir de paneles ciudadanos, la incorporación en sus informes 
de aspectos vinculados con riesgos, incertidumbres, usos políticos, dilemas 
éticos o condicionamientos económicos de la investigación científica y el 
desarrollo tecnológico, aspectos relacionados con enfoques críticos como los 
de los estudios de Ciencia, Tecnología y Sociedad (Einsiedel y Eastlick, 2000; 
Secko et al., 2009; Lázaro et al., 2013). 

El desafío particular para la percepción de legitimidad y confianza de Deci 
Agua se planteó en la vinculación de Udelar con DINAGUA. El aspecto más 
problemático de esta interacción a nivel de la percepción pública fue, 
posiblemente, la posibilidad de que DINAGUA quisiera sólo dar legitimidad 
al proceso de discusión del PNA y que la participación fuera anecdótica. Con 
relación a este punto, uno de los aspectos más controversiales fue el tiempo de 
discusión general que DINAGUA dispuso en relación con el PNA. Se planteó 
por parte de los participantes de Deci Agua (y también fue un reclamo 
generalizado de organizaciones sociales), que cinco meses no eran suficientes 
para revisar un documento muy técnico que había llevado varios años de 
confección. De hecho, la participación tanto del público en general como de 
implicados debe tener lugar en la etapa de definición del problema, los cursos 
alternativos de acción y los criterios de aceptabilidad (Chilvers, 2008). 

La valoración escéptica o incluso negativa sobre el impacto del proceso 
por parte de varios de los actores participantes no se vincula tanto a la no 
inclusión de propuestas o recomendaciones mencionadas por el Panel 
ciudadano (o por otros actores del proceso de discusión del PNA), sino 
mayoritariamente al alcance del propio PNA (considerado por esos actores 
como dudoso o directamente escaso). Al respecto, en algunas de las 
reuniones de discusión sobre el PNA en el marco de Comisiones de Cuenca, 
Consejos Regionales y Jornadas abiertas organizadas por DINAGUA, 
sectores vinculados con la academia y con la sociedad civil manifestaron 
inquietudes sobre la “autoridad” y “jerarquía” que tendría el PNA, con 
relación a la articulación con otros temas y planes en el país, y su “poder en 
la toma de decisiones”. 
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Algunas de esas voces apelaron a que el PNA, además de orientar, debe 
tener elementos regulatorios y definir aspectos vinculantes que 
comprometan a los diferentes actores e instituciones. Con relación a este 
punto, el director de DINAGUA señaló en el marco de una entrevista con el 
equipo de Deci Agua: “el PNA es una guía, una referencia”, y reconoció que 
“no tenemos una trazabilidad de cómo y cuándo se toma en cuenta” y que “la 
difusión del PNA es un camino para recorrer”. 

Si se consideran los avances del PNA detallados en la sección anterior se 
puede subrayar también el gran desafío de su aceptación por parte de la 
sociedad civil. Ejemplo de esto son los recursos presentados, previamente 
mencionados. Este desafío implica, como se ve, el manejo de diferentes 
concepciones y expectativas con relación al alcance de la participación y la 
deliberación. En la discusión sobre el impacto de los procesos deliberativos 
está en juego la consideración de la “obligatoriedad” de considerarlos o no. 
En el caso específico de un minipúblico es evidente que se trata de un insumo 
más, proveniente de nuevas voces y de un proceso de articulación de visiones 
y enfoques que no debe ser considerado como obligatorio (Hendriks, 2005). 

En el caso de las Comisiones de Cuenca, se trata de una discusión muy 
presente en Uruguay. En varias reuniones de Consejos Regionales y 
Comisiones de Cuenca, así como en Jornadas abiertas se planteó, desde la 
sociedad civil, la necesidad de un cambio cualitativo en el carácter asesor de 
la participación ciudadana en las Comisiones de Cuencas, y la necesidad de 
otorgar a la misma un carácter vinculante (planteo que se continúa haciendo 
en 2021). Los argumentos para este pedido aluden a aspectos normativos y 
a aspectos que hacen posible la sostenibilidad de la participación. 

Al respecto se debe señalar que la deliberación, tanto en los minipúblicos 
como en los arreglos multiactorales para debatir asuntos públicos y 
proporcionar insumos para la gestión (como lo son las Comisiones de 
Cuenca), implica un intercambio comunicativo particular. En general, el 
carácter de ambos procesos deliberativos es asesor, a diferencia de la 
deliberación que se da en ámbitos parlamentarios o en órganos estatales de 
regulación en los que quienes participan tienen algún tipo de autorización 
electoral para que la adopción de decisiones sea vinculante (que adquieran 
obligatoriedad) (Monsiváis Carrillo, 2014). 

Sin embargo, como señala este autor, se puede exigir a los 
representantes que, además de participar efectivamente en procesos 
deliberativos antes de aprobar una ley, promuevan instancias y foros 
deliberativos que incluyan otras voces, como las de expertos, implicados y 
ciudadanos, para enriquecer su propio proceso deliberativo y la legitimidad 
de la toma de decisiones. Por otra parte, si los insumos de los procesos 
deliberativos no vinculantes no son tomados en cuenta, los procesos en sí se 
van deteriorando y la participación languidece, deteriorando su componente 
democrático. 
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Resulta clave atender los desafíos que hacen a la calidad de los propios 
procesos y espacios de diálogo en torno a la gestión del agua: la facilitación, 
la inclusión interna y externa de los participantes, su representatividad, la 
transparencia y claridad de las metas, entre otros (Lázaro et al., 2021). En 
este sentido, además del reclamo de las organizaciones sociales por más 
seguimiento y atención a lo trabajado en las Comisiones de Cuenca, se suma 
la falta de comprensión del alcance, objetivos y dinámica de su trabajo, así 
como la existencia de un porcentaje de participantes que se sienten 
decepcionados del espacio (Domínguez y Achkar, 2019). 

Conclusiones  
La propuesta de Deci Agua, en el concierto de discusiones sobre el Plan 
Nacional de Aguas, marcó la necesidad y la posibilidad de salir de espacios 
institucionales de participación (en este caso las Comisiones de Cuenca y los 
Consejos Regionales) para incluir y apelar, además, a los aportes de la 
ciudadanía en general, así como a la comprensión pública de los temas 
vinculados a la gestión del agua. 

La articulación entre ámbitos de participación con actores implicados y 
procesos de participación con ciudadanos, tal como sugiere este artículo y el 
Informe del propio Panel ciudadano de Deci Agua, es complementaria y 
además deseable para mejorar el debate y la comprensión pública de los 
aspectos controversiales vinculados a temas ambientales. Es a partir del 
trabajo del Panel y su mirada ciudadana, por ejemplo, que se da una re-
conceptualización del PNA hacia una perspectiva que incluye la ética en la 
gestión del agua. 

Las acciones de nulidad en curso sobre el PNA muestran que se 
mantienen las objeciones al proceso de discusión e implementación del Plan. 
El contexto de cambio de gobierno, además, le suma un posible nuevo desafío 
a su aplicación. Uno de los cuestionamientos más frecuentes a los procesos 
participativos, se vincula con su bajo impacto en las políticas públicas, ya 
que a menudo, se sostiene, son utilizados para legitimar decisiones o generar 
una apariencia de consulta (Fiorino, 1990). El mayor desafío en este sentido, 
tanto para los procesos de minipúblicos como para las Comisiones de Cuenca 
es la atención a sus propuestas y la rendición de cuentas sobre las mismas, 
además del cuidado del cumplimiento de criterios de calidad deliberativa. 
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